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    Para Jacobo, con amor.


    De todas las alegrías de la vida, eres la más bonita, especial y maravillosa.


    Persevera, lucha, insiste y persigue tus ilusiones. Nunca te rindas ante las dificultades y obstáculos. Con perseverancia los sueños se cumplen y las metas se alcanzan.


    Ama, cuida y respeta siempre a tu madre. Ella te dio el milagro de la vida.


    La familia es lo más importante. Abraza y comparte con tus seres queridos.


    Cultiva buenas amistades. Los amigos son los hermanos que tú eliges en la vida.


    Solidarízate con quien te pida ayuda. La vida sabrá recompensar tu nobleza y solidaridad.


    No guardes rencores en tu corazón, aprende a perdonar y quien te lastime deja que siga su camino.


    Aprende de tus errores y reconoce tus equivocaciones.


    Tranquilo, todos nos hemos equivocado.


    Lo importante es aprender del error, corregir y avanzar.


    Cuando tengas dudas o preocupaciones, escucha la voz interna que hay en ti antes de dormir. Ella siempre te dirá lo correcto.


    Sé generoso, hay quienes necesitan más que tú. Mañana la vida será más generosa contigo.


    No te quedes en el pasado, vive tu presente y proyecta con ilusión y preparación tu futuro.


    Despierta con alegría todos los días, dando gracias a Dios por el milagro de la vida.


    Tus valores, principios y esencia son tu verdadero patrimonio.


    Estudia, lee, viaja, canta, baila, haz deporte, cultívate sin restricciones.


    La nobleza de tu corazón y tu alegría serán la energía e ilusión de muchas personas.


    Nunca estarás solo, desde aquí o desde otro horizonte, siempre estaremos cuidando de ti.


    Te amamos incondicionalmente y nos has hecho inmensamente felices con tu llegada.


    Gracias por darme la alegría de ser tu padre y conocer el amor genuino.


    Hijo, siempre serás lo más importante en mi vida, ¡bienvenido, Jacobo!


     


    Milton Fernando Montoya


    Oxford, Inglaterra, 26 de septiembre de 2024
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    PRÓLOGO



    Este trabajo del profesor Milton Montoya aborda la temática del sector minero energético, examinándola con lentes bifocales, analizando la realidad actual y sus perspectivas en el contexto de la transición energética en marcha, así como las oportunidades y las amenazas internas y externas. Empieza, como debe ser, ponderando la importancia tanto de la minería y la energía, sin perder de vista el impacto de su desempeño tanto en el orden económico como en el social y ambiental. Bien dijo el asesor de la presidencia de Barak Obama, Michael Froman, que “la seguridad energética, la economía, el medioambiente y la seguridad nacional están todos interconectados y tenemos que verlos en perspectiva horizontal”.


    La transición energética, entendida como la integración a la matriz eléctrica de las fuentes no convencionales de energías renovables (FNCER), amerita un enfoque holístico, como lo plantea el autor, entendiendo que el espectro de ellas es muy amplio. Se suelen asociar únicamente con las fuentes de generación de energía eólica y solar-fotovoltaica, pero hay que tomar en consideración también otras fuentes como la geotérmica, la proveniente de la biomasa y la generación a filo de agua, entre otras, de las cuales Colombia posee un enorme potencial por desarrollar.


    En cuanto a la prestación del servicio de energía eléctrica, se enfatiza en el cambio fundamental del sistema actual con respecto al que traíamos antes de los años noventa, que hizo crisis con el apagón de los años 1992 y 1993, que tuvo en el fenómeno de El Niño su detonante. No se equivocó Warren Buffett cuando afirmó que “cuando baja el nivel del agua es que se sabe quién venía nadando desnudo”. Y, efectivamente, con el bajo nivel de los embalses que sirven a las hidroeléctricas, salieron a flote las falencias y precariedades del sistema, a las cuales se le pusieron correctivos con las leyes 142 y 143 de 1994, aún vigentes, las cuales se inspiraron en las lecciones aprendidas de tal insuceso.


    Aunque desde 1991 la Constitución Política abrió la posibilidad de que empresas privadas o comunidades organizadas pudieran prestar los servicios públicos, el Estado mantiene su papel regulador y la supervisión en cabeza de la Superintendencia de Servicios Públicos, la única con rango constitucional. “El Estado sigue siendo el garante de la prestación de este servicio, considerado esencial” y, en consecuencia, como lo reiteran las providencias de las altas cortes, constituye un derecho fundamental de los ciudadanos. De allí que su universalización en la prestación del servicio no solo sea una meta, sino un imperativo.


    Describe muy bien el autor la arquitectura del sector energético y el rol que cumple cada uno de los agentes de la cadena, así como el funcionamiento y operación del sistema, el cual configura una especie de partida de ajedrez, en la cual el movimiento de cualquiera de las piezas altera todo el juego. Un traspié de cualquiera de ellos puede llevar a una falla sistémica que pone en riesgo su confiabilidad y firmeza.


    De allí la importancia de propender a que entren a tiempo los proyectos de expansión tanto de generación como de transmisión, a riesgo de estresar el Sistema, como viene dándose en la actual coyuntura. La demora de los trámites de las consultas previas y de las licencias ambientales se ha venido convirtiendo en barrera infranqueable para lograrlo. Se hace hincapié en la importancia que tiene la seguridad energética, sin subestimar, sobre todo en los tiempos que corren, la soberanía energética, condiciones que por ningún motivo deben poner en riesgo la transición energética.


    En cuanto al sector minero, si bien Colombia tiene un importante potencial de minerales, gran parte del cual está aún inexplorado, no es un país minero; empero, la minería tiene una larga tradición en sus territorios. Tiene una participación en el PIB que ronda el 3 %, es una actividad intensiva en mano de obra y constituye una de las fuentes más importantes de la financiación del Estado, vía recaudo de impuesto y regalías que pagan quienes explotan los recursos naturales no renovables en el país. Este sector recobra mayor importancia de cara a la transición energética, la cual no será posible sin contar con los minerales estratégicos que, como el cobre y el níquel, entre otros, la posibilita. Sin minería no hay transición energética.


    A diferencia del sector eléctrico, el sector minero posee una institucionalidad que funciona a media marcha, razón por la cual cunde la informalidad, especialmente en la explotación del oro, en la que más del 80 % del oro que se comercializa proviene de la extracción ilícita de este, permeada además por la presencia de los grupos armados ilegales que tienen en dicha actividad una de sus principales fuentes de financiamiento. Ello ha venido contribuyendo a la deforestación, a la depredación y al daño irreparable de la frágil biodiversidad del entorno. A ello se suma la falta de presencia y control por parte del Estado en los confines de los territorios donde se desarrolla preponderantemente esta actividad.


    De la lectura de este texto me asalta la inquietud que me despiertan los vacíos legales en este sector, empezando por el Código de Minas (Ley 685 de 2001), que se ha quedado obsoleto y que, después del intento en el gobierno del expresidente Álvaro Uribe, no se ha vuelto a intentar su reforma y actualización. El actual gobierno ha anunciado la presentación de un proyecto de reforma, pero aún no se ha radicado en el Congreso, y todo indica que se les está acabando el tiempo para tramitarla. Entretanto, se han venido tomando decisiones que han generado inquietud y preocupación, tanto en el sector minero como en las comunidades.


    La primera de ellas tiene que ver con la decisión de descartar nuevas concesiones o títulos mineros para la minería a gran escala, con lo cual, de manera prematura, se está abandonando un renglón muy importante de la economía nacional. La segunda hace relación a la no renovación de la delegación en materia de titulación y fiscalización minera por parte de la Agencia Nacional de Minería (ANM) a la Secretaría de Minas del departamento de Antioquia, revirtiendo el proceso de descentralización y desconcentración de funciones y competencias del Gobierno central.


    La segunda tiene que ver con la expedición del Decreto 044 de enero de este año, a través del cual el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) se arroga todas las competencias para determinar las áreas de “reservas temporales”, que excluyen la actividad minera, “desconociendo y llevándose de calle las competencias de las corporaciones autónomas regionales y a contrapelo del principio constitucional de la autonomía territorial” (artículo 287), así como de la Sentencia de la Corte Constitucional C-123 de 2014.


    Y más recientemente, la expedición del Decreto 1275 de octubre de 2024, a través del cual se enviste a la autoridad indígena de competencias en materia ambiental, que puede exacerbar los conflictos de competencias en los territorios en donde se desarrolla la actividad extractiva. Es de anotar que el Congreso de la República está en mora de expedir la Ley de concurrencia que reglamente este aspecto, así como lo concerniente a las consultas previas, como se lo ha solicitado insistentemente el Consejo de Estado.


    En cuanto al sector de hidrocarburos, aunque cuenta con una institucionalidad sólida y robusta, en la cual se destaca la Agencia Nacional de Hidrocarburos, desafortunadamente, mediante la Resolución 40234 de 2023 expedida por el Ministerio de Minas y Energía, fechada el 23 de febrero, “por la cual se delegan unas funciones en la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH)”, se está distrayendo de su objetivo misional. En relación con la política pública, es de resaltar la decisión del Gobierno de desmontar los subsidios de los combustibles, que han convertido al Fondo de estabilización de precios de los combustibles (FEPC) en un barril sin fondo que atenta contra la sostenibilidad fiscal. Este es un paso que ha dado el Gobierno en la dirección correcta.


    Preocupa sobremanera, en primer lugar, la decisión del Gobierno de descartar la firma de nuevos contratos de exploración y explotación de hidrocarburos, en momentos en los que las reservas, tanto de petróleo como de gas, están en franco declive. Pero preocupan aún más las declaraciones del propio presidente de la República, Gustavo Petro, exhortando al presidente de Ecopetrol, la joya de la corona, para que someta a la empresa a una catarsis, al tiempo que le pide olvidarse del petróleo, que es la razón social y la razón de ser de la estatal petrolera. Mensajes como este, en lugar de atraer a la inversión y a los inversionistas de la industria petrolera, los aleja.


    Finalmente, me parecen muy puestos en razón los planteamientos que hace el autor en torno a la implementación de la transición energética en el país, que debe conducir a Colombia a diversificar aún más su matriz energética, aprovechando el potencial de recursos renovables con los que cuenta y contribuyendo al cumplimiento del compromiso adquirido con la firma del Acuerdo de París de reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) por parte de Colombia en un 51 % hacia el año 2030, considerado la meta volante para alcanzar la carbono-neutralidad hacia el año 2050.


    Se impone la necesidad de recuperar el tiempo perdido en la ejecución de los proyectos de energía eólica en La Guajira, la agilización de los procesos que permitan contar cuanto antes con la línea colectora, al tiempo que se continúe con los proyectos pilotos de hidrógeno verde, el cual debe ser pensado como la punta de lanza de un serio proceso de reindustrialización, impulsando el clúster del hidrógeno que permita contar con una cadena productiva que involucre la producción de amoníaco y fertilizantes. Esta sería una gran contribución al logro del objetivo planteado en el Plan Nacional de Desarrollo de este Gobierno de diversificar la economía mediante una estrategia de transformación productiva.


     


    Amylkar D. Acosta M.


    Bogotá, 27 de octubre de 2024

  



  
    INTRODUCCIÓN
 
 IMPORTANCIA DEL SECTOR MINERO ENERGÉTICO EN COLOMBIA



    El sector minero energético en Colombia tiene gran importancia desde el punto de vista social y económico. Dentro de este, se encuentran actividades que influyen en el día a día de todas las personas: cada vez que oprimimos el interruptor de la luz en nuestra casa esperamos que el bombillo encienda; para cocinar, confiamos en que el gas natural encienda el fuego de la estufa; utilizamos carbón metalúrgico como materia prima para los materiales que hacen posible la construcción de edificaciones e infraestructura vial; se necesitan cobre y litio para construir los dispositivos tecnológicos que usamos de forma habitual, ya sea celulares, computadores, relojes inteligentes, tabletas, etc., y así ocurre con muchos otros minerales que tienen diversos usos en nuestra vida cotidiana.


    Resulta crucial entender entonces de dónde vienen la energía, el gas, el petróleo, los minerales y el proceso técnico e industrial que surten para llegar hasta nosotros. Por esta razón, la pretensión de este texto es abordar, con un lenguaje sencillo, los detalles regulatorios de cada uno de estos sectores, iniciando con el sector eléctrico, su cadena de actividades, necesarias para que la energía llegue hasta la casa del lector; la institucionalidad y el funcionamiento del mercado de energía eléctrica. También, abordaremos aspectos de actualidad como los retos a los que se enfrenta el sector eléctrico, relacionados con los proyectos de generación renovable, el cambio climático, la pobreza energética, la seguridad energética, entre otros.


    Posteriormente, estudiaremos el sector minero, su importancia económica, los minerales objeto de explotación, su régimen legal, las áreas excluidas y restringidas de minería, la participación ciudadana, y cuál es la relación de la minería con la transición energética. Luego, se analizará el sector de hidrocarburos, esto es, el sector petrolero y el sector gas, en los que se resaltarán su importancia económica y social, su cadena de actividades desde su extracción hasta su consumo y el régimen jurídico.


    Finalmente, en este libro haremos mención de la transición energética en Colombia, sus avances regulatorios, retos, y dentro de ella, el panorama de los proyectos de energía renovable, su importancia para el país; los biocombustibles y el hidrógeno como vector energético novedoso y su potencial de producción en Colombia.
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 SECTOR ELÉCTRICO EN COLOMBIA



    En el mundo moderno, nadie se imagina la vida sin energía eléctrica: es indispensable para trabajar, para la iluminación pública, para cargar nuestros dispositivos, para los electrodomésticos, para transportarnos, incluso, hoy en día, para nuestra interacción social, entre muchos otros usos. Pues bien, detrás de estas actividades cotidianas hay una compleja amalgama de autoridades, empresas y procesos técnicos que trabajan coordinadamente para que cuando se necesite la energía, esté disponible. De forma que, ante la importancia económica y social de la energía eléctrica en Colombia, esta se considera un servicio público domiciliario.


    En efecto, el marco legal del sector eléctrico en Colombia está definido, principalmente, en la Ley 143 de 1994, que establece el régimen para la generación, interconexión, transmisión, distribución y comercialización de electricidad en Colombia, y en la Ley 142 de 1994, ley de servicios públicos domiciliarios. Asimismo, resulta relevante mencionar las leyes 1715 de 2014 y 2099 de 2021 sobre transición energética, ya que crearon nuevas categorías en el sector eléctrico que serán abordadas en profundidad en el capítulo 4 de este libro.


    Las actividades propias del sector eléctrico colombiano se rigen por los siguientes principios: eficiencia, calidad, continuidad, adaptabilidad, neutralidad, solidaridad y equidad. Estos principios garantizan la prestación del servicio a los usuarios con una combinación de criterios técnicos de prestación, de calidad, de seguridad en el suministro, de retribución al inversionista, pero también de solidaridad con aquellos usuarios más vulnerables. En este punto, se considera pertinente agregar el principio de la sostenibilidad ambiental, que, aunque no está en la definición legal de las normas eléctricas, subyace a la lectura de las leyes del sector eléctrico. No se trata exclusivamente de la satisfacción de las necesidades de los usuarios, sino también del equilibrio entre la prestación del servicio y el cuidado del medio ambiente.


    Ahora bien, a la fecha de preparación de esta obra, existen intenciones de reformar las leyes 142 y 143 de 1994 que rigen los servicios públicos domiciliarios. Se han hecho públicas algunas versiones en borrador; sin embargo, estas no han sido radicadas ante el Congreso de la República todavía. Algunos de los cambios más importantes que se planea introducir están relacionados con la regulación de los servicios públicos directamente por parte del presidente de la República, la modificación de los principios que sustentan la prestación de los servicios públicos domiciliarios, de su régimen tarifario; la creación de un mínimo vital para algunos servicios y, en últimas, la modificación del modelo de prestación establecido en la Constitución de 1991 ligado a la libre competencia y al Estado regulador1. Además, el Ministro de Minas y Energía ha manifestado públicamente la intención de reducir las tarifas de energía eléctrica, especialmente en la costa Caribe, modificando la estructura tarifaria actual2.


    Valga la pena indicar, como antecedente, que en América Latina el servicio de energía eléctrica se regulaba a través de un modelo de iniciativa privada que estuvo vigente hasta alrededor de la década de 1940. Posteriormente, se modificó a un modelo de monopolio público, el cual predominó hasta 1990, es decir, el Estado era el encargado de prestar el servicio. Dicho esto, los países de Latinoamérica pueden clasificarse entre quienes mantuvieron el monopolio público y los que cambiaron al modelo de libre competencia3; sin embargo, Colombia adoptó un modelo mixto que incluye prestadores públicos, privados y comunitarios, donde la prestación del servicio por parte del Estado es admisible, ya sea por necesidad o conveniencia.


    De esta forma, antes de la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, salvo excepciones regidas por el modelo de concesión, el Estado era quien ofrecía exclusivamente los servicios públicos domiciliarios a través de las empresas públicas prestadoras. Este modelo en Colombia devino en pobres resultados en materia de calidad del servicio, cobertura, robustez del sistema, diversificación de la matriz, tarifas y derechos de los usuarios. Actualmente, la prestación de servicios públicos en Colombia puede llevarse a cabo por el Estado, por los particulares o por comunidades organizadas, según la Constitución Política4. Gracias a la Constitución del 91 y a la Ley de Servicios Públicos de 1994 se debe garantizar la prestación de los servicios públicos de acuerdo con los principios previamente enunciados (calidad, seguridad en el suministro, de retribución al inversionista, solidaridad, etc.), y que se resume en el artículo 365 constitucional, que dispone:


    Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.


    Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios.


    Así, que se mencionen los servicios públicos como inherentes a la finalidad social del Estado en la Constitución denota la importancia que tiene para la sociedad la adecuada prestación de servicios como el de la energía eléctrica. Cabe mencionar que la prestación por actores mixtos (públicos y privados), bajo el modelo de las leyes 142 y 143 de 1994, ha hecho que la cobertura y calidad del servicio aumenten y mejoren en beneficio de los usuarios en Colombia, salvo excepciones, como el caso de la costa atlántica.


    De acuerdo con la doctrina5, en Colombia, la intervención del Estado en función del mercado de energía (y del modelo de los servicios públicos domiciliarios), se traduce en que el Estado no solo lo regula y controla, sino que también planifica y provee el servicio y otorga subsidios a la oferta y la demanda, a través de las competencias que tienen la nación, los departamentos y los municipios6. Esta intervención puede darse a través de la regulación, mediante control y vigilancia del mercado, del Estado empresario, ya que también puede prestar los servicios públicos, y las ayudas públicas, esto es, los subsidios7.


    Hechas estas consideraciones preliminares, en términos técnicos, se debe aclarar la diferencia entre corriente eléctrica, voltaje y energía eléctrica. Así, la corriente eléctrica se define como el movimiento de electrones en grandes cantidades8 a través de un material conductor. Por su parte, el voltaje es la fuerza que empuja los electrones en la dirección que se necesita9. La energía eléctrica es, entonces, el movimiento de electrones con una fuerza determinada, que hace, por ejemplo, que se encienda un bombillo.


    La unidad de medida de la energía eléctrica adoptada en Colombia es el kilovatio-hora (kWh), que “es el trabajo que se hace (movimiento de una cantidad de electrones con una fuerza determinada) durante una hora”10. Estas precisiones son importantes para analizar la capacidad de generación, transmisión y distribución que tiene la infraestructura eléctrica, e, igualmente, son datos presentes en la factura de energía eléctrica que pagamos todos los meses por consumo de energía.


    CADENA DE ACTIVIDADES DEL SECTOR ELÉCTRICO



    Como ya se mencionó, para que la energía eléctrica pueda ser aprovechada por los usuarios, es necesario que se lleven a cabo una serie de actividades en cadena, las cuales inician con la generación de energía y culminan con la venta y distribución de esta11. Todas estas actividades comprenden el servicio público de energía eléctrica en Colombia.


    Entonces, la cadena de actividades del sector eléctrico incluye la generación, transmisión, distribución y comercialización. A continuación, analizaremos cada una de ellas.


    GENERACIÓN



    La generación de energía eléctrica se refiere a la producción de esta en plantas a través de cualquier tipo de fuente. Así, las fuentes a partir de las cuales se puede generar energía eléctrica, según la Ley 1715 de 2014, se clasifican en fuentes convencionales y no convencionales, y ambas generalmente se hallan ubicadas lejos de los centros finales de consumo12, especialmente de los usuarios residenciales cuando se encuentran en un sistema centralizado. Sin embargo, ello no sucede así cuando hablamos de modelos descentralizados de energía, donde el usuario también puede ser generador, como cuando, por ejemplo, contamos con paneles solares en nuestras viviendas. En este caso, el punto de generación está en el mismo lugar que en el punto de consumo.


    El modelo tradicional en Colombia, y que está en proceso de cambio en el marco de la transición energética, ha sido el sistema centralizado de energía, en el que el usuario simplemente recibe la energía generada lejos del centro de consumo y que surte su camino a través de la infraestructura de transmisión, distribución y comercialización, actividades que al final debe remunerar en su factura de energía. El papel del usuario, entonces, es pasivo, pues solamente consume la energía, sin considerar si lo está haciendo de forma eficiente o de qué fuente se genera. Solo paga la factura.


    La actividad de generación de energía, así como las siguientes, que serán analizadas en este capítulo, de acuerdo con la Ley 143 de 1994, son consideradas servicios públicos esenciales y de utilidad pública, ya que están destinadas a satisfacer necesidades colectivas primordiales en forma permanente13. En general, el servicio público de energía eléctrica es un bien público esencial no transable, y es considerado una garantía indispensable para la ciudadanía por su estrecha relación con la dignidad humana, la reducción de la pobreza y la inequidad social14.
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        Figura 1. Sistema centralizado de energía.


        Fuente: elaboración propia.
 
      

    

 

    En esta perspectiva, según la Ley 142 de 1994, todas las actividades que mencionaremos son de libre entrada, es decir, todas las personas pueden organizarse y desarrollar la actividad15. Además, los agentes económicos gozan de libertad para desarrollar sus funciones en un contexto de libre competencia. A pesar de esto, en la práctica, en las actividades de transmisión y distribución, por aplicación del principio de subaditividad de costos16 (monopolio natural), resulta más económico que haya un solo prestador que varios, haciendo la libre entrada un aspecto ineficiente económicamente.


    Ello resulta incluso más patente en la actividad de distribución, al punto que la Comisión de Regulación de Energía Eléctrica y Gas (CREG) ha negado cargos de distribución a prestadores entrantes, bajo el argumento de que cuando un municipio ya cuenta con una red, contar con una paralela es ineficiente, por lo que el prestador con cuota representativa en un mercado puede oponerse a la entrada de nuevos agentes, si sus planes de inversión abarcan zonas no atendidas y en competencia con los entrantes.


    De igual forma, en las actividades de generación, transmisión y distribución, las decisiones de inversión son responsabilidad de aquellos que las acometen, y, por lo tanto, asumen los riesgos de la ejecución y explotación de los proyectos17.


    Por otro lado, el término matriz energética se refiere al conjunto de fuentes, recursos y tecnologías para la generación mediante los cuales se abastece la demanda de energía eléctrica del país18. En el caso colombiano, la matriz energética se caracteriza por ser una de las más limpias del mundo19. Así, la capacidad instalada de generación a 2023, era de 17.771 MW20, alrededor del 70 %21 a partir de tecnología hidráulica22 (11.942,11 MW23). En el 2023, el resto de la matriz energética estaba compuesta por energía térmica (5543,24 MW) y en un menor porcentaje por energía solar (116,61 MW), energía eólica (18,42 MW) y cogeneración (150,89 MW)24.


    En este punto podríamos afirmar que, a la fecha, y gracias a la Constitución de 1991, al modelo de la Ley 142 y 143 de 1994, nuestro sector eléctrico ha sabido resistir condiciones de estrés climático, como el del primer semestre del 202425, brindando altos índices de confiabilidad26. Sin embargo, actualmente los sistemas eléctricos se han vuelto más complejos, por lo que, para mantener la seguridad, se exigen herramientas y planteamientos nuevos, como por ejemplo, adaptación al cambio climático, al comportamiento de los consumidores, reforzar la infraestructura, entre otros27. Además, el país necesita, con urgencia, aumentar su oferta de generación con todas las tecnologías disponibles (incluidas las térmicas) y, especialmente, urge la entrada en operación de proyectos renovables, como los eólicos, que han retrasado su entrada en operación por diversas razones que más adelante explicaremos.


    Se preguntará el lector ¿por qué las tecnologías que brindan confiabilidad y firmeza son necesarias? Porque en el caso de Colombia, cuando se experimenta el fenómeno de El Niño, los embalses donde están las hidroeléctricas bajan sus niveles, pudiendo alcanzar niveles inferiores a los mínimos operativos, y, por lo tanto, en estos casos, deben entran a operar centrales térmicas para garantizar el suministro de energía. Del mismo modo, las centrales térmicas también pueden entrar a operar en casos de restricciones técnicas/operativas del sistema o porque efectivamente tienen su energía vendida a comercializadores, usuarios industriales, etc. Es decir, en el caso colombiano, es la generación térmica la que ha brindado respaldo, firmeza y confiabilidad en la generación, cuando las hidroeléctricas, por razones climáticas o técnicas, no han podido operar.


    La Ley 1715 de 2014 establece que las fuentes convencionales de energía son aquellos recursos de energía utilizados de forma intensiva y ampliamente comercializados en el país28, y que pueden ser renovables o no renovables. A su vez, las fuentes no convencionales de energía (FNCE) se caracterizan por ser recursos disponibles a nivel mundial y ser ambientalmente sostenibles; sin embargo, no son empleados o son utilizados de forma marginal en el país y no se comercializan ampliamente. Por ejemplo, la biomasa, los pequeños aprovechamientos hidroeléctricos, la eólica, geotérmica, la solar, la mareomotriz, son fuentes no convencionales de energía renovable (FNCER).


    En lo relacionado con el mercado eléctrico, la Ley 14329 dispone que todos los agentes tienen permitido ejercer actividades como la construcción de plantas generadoras con líneas de conexión a las redes de interconexión y transmisión. Al mismo tiempo, las entidades públicas y privadas con energía eléctrica disponible pueden venderla a las empresas generadoras, distribuidoras o grandes consumidores a tarifas libremente acordadas entre los agentes.


    En este punto, es importante traer a colación una importante diferencia: por un lado, las transacciones de electricidad entre las empresas generadoras, distribuidoras y empresas que se dedican a comercializar electricidad a usuarios no regulados son libres y, por lo tanto, el régimen de precios será aquel que acuerden las partes. Por el contrario, la venta de electricidad a usuarios finales regulados —como los usuarios residenciales— serán retribuidas a través de tarifas sujetas a regulación.


    Por otra parte, existe la figura del autogenerador, cuya actividad consiste en producir energía eléctrica con el objetivo únicamente de abastecer sus propias necesidades. Esto significa que la energía que generan es para utilizarla ellos mismos y no para comercializarla. A pesar de lo anterior, en 2014 se autorizó a los autogeneradores a pequeña y gran escala a entregar sus excedentes a la red de distribución y/o transporte30. La promoción de la autogeneración a pequeña y gran escala que se realizó a partir de este año está relacionada con el concepto de generación distribuida, en la que se produce energía eléctrica cerca de los centros de consumo, y está conectada a un Sistema de Distribución Local (SDL).


    Como se mencionó, los servicios públicos también pueden ser prestados por comunidades organizadas. En esta línea, recientemente se reglamentó en Colombia la figura de las comunidades energéticas31, las cuales, según la Ley 1715, pueden ser constituidas por usuarios o potenciales usuarios de servicios energéticos para crear, comercializar o usar eficientemente la energía a través de FNCER, combustibles renovables o recursos energéticos distribuidos.


    En efecto, las comunidades energéticas pueden ser conformadas por personas naturales y/o jurídicas. Si se trata de personas naturales y de campesinos o grupos étnicos, pueden ser beneficiarios de recursos públicos para el financiamiento de inversión, de la operación y de la infraestructura. Además, como se presta un servicio público, estas serán objeto de inspección, control y vigilancia de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
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    Figura 2. Sistema descentralizado de energía en el que los usuarios tienen un papel activo.


    Fuente: elaboración propia.

  


    

    En esta línea, un sistema descentralizado de energía se caracteriza por el empoderamiento de los usuarios, quienes toman un rol activo y realizan actividades como generar su propia energía a través de paneles solares, entregar excedentes a la red y utilizar su energía de forma más eficiente.


    Valga la pena destacar que la reglamentación de las comunidades energéticas a través del Decreto 1073 de 2015 agregó dos nuevas actividades a la cadena de prestación del servicio de energía eléctrica; estas son: la Autogeneración Colectiva, que realiza el Autogenerador Colectivo, AGRC, y la Generación Distribuida Colectiva, que realiza el Generador Distribuido Colectivo, GDC32. La primera se define como la actividad realizada por la comunidad energética que principalmente produce energía para atender su propia demanda de energía. Sin embargo, si se generan excedentes de energía, estos se pueden entregar a la red de acuerdo con los términos que defina para ello la CREG. La segunda se refiere a la producción de energía realizada por este tipo de comunidad cerca de los centros de consumo y conectada a un SDL o a una microrred33. La entrega de la energía al SDL se regirá bajo lo que establezca la CREG.


    Uno de los objetivos principales de las comunidades energéticas es mejorar la cobertura del servicio y garantizar su acceso a poblaciones vulnerables, haciendo que los ciudadanos participen directamente del proceso de generación y aportando a la descarbonización de la economía34.


    Finalmente, las comunidades energéticas deben ser parte del Registro de Comunidades Energéticas —RCE—, administrado por el Ministerio de Minas y Energía. Sin embargo, a la fecha, falta regulación por ser expedida por parte de entidades como la Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME) y la CREG en lo relacionado con los aspectos técnicos de las comunidades energéticas, su entrada/acople en la red y la remuneración de sus actividades en cada caso35.


    TRANSMISIÓN



    La transmisión consiste en conducir la energía que se produce en las plantas de generación hasta las ciudades y grandes consumidores a través de líneas de alta tensión36, como conjuntos de conductores o líneas, con sus módulos de conexión y transformación. Estas torres de transmisión se pueden apreciar en zonas rurales, junto a autopistas, caminos, predios, etc. A través de ellas se interconecta la generación y distribución con los grandes centros de consumo37.


    Como bien lo explica Moreno, la actividad de transmisión se clasifica como una actividad de redes y, por lo tanto, es un servicio público esencial, de utilidad pública y complementaria a la actividad domiciliaria de distribución. La transmisión es un monopolio natural con varios propietarios y operadores de red, pero sin competencia entre ellos. Las empresas que ejercen esta actividad solo compiten cuando abren convocatorias públicas para la expansión de la red de transmisión nacional, y su remuneración por la actividad está regulada38.


    La actividad se lleva a cabo gracias a la infraestructura del Sistema de Transmisión Nacional (STN) y el Sistema de Transmisión Regional (STR) y Local, regulados en la Ley 143 de 199439. La Resolución CREG 001 de 199440 dispone que la diferencia entre el sistema de transmisión nacional, regional y local radica en la tensión con la que operan. Así, en el primero se opera a tensiones iguales o superiores a 220 kV; en el segundo, a menores de 220 kV y que no pertenezcan a un sistema de distribución local; y en el tercero, operan a tensiones menores de 220 kV y no pertenecen a un sistema de transmisión regional por estar dedicadas a un sistema municipal, distrital o local.


    El STN consiste en cerca de 28.000 kilómetros de líneas de transmisión. En la actualidad existen dieciséis operadores de sistemas de transmisión —TRANSCOS—, a quienes les pertenecen las redes de transmisión. Desde 1999, se organizan subastas para nuevos proyectos de transmisión en las que nuevos y antiguos operadores pueden participar41.


    La actividad de las empresas de servicios públicos y demás agentes que utilicen el sistema de transmisión, ya sea nacional, regional o local, está regida por el Código de Redes. En este se establecen los derechos y deberes del acceso a las redes, por el cual a su vez se debe realizar el pago de cargos por uso y conexión por utilización de los sistemas de transmisión y distribución local. Por otro lado, los cargos por uso y conexión a la red nacional se determinan de acuerdo con una metodología que establece la CREG, la cual tiene como objetivo que los cargos sean transparentes, que reflejen los costos y sean neutrales frente a los usuarios.


    A pesar de lo anterior, Colombia tiene restricciones en las redes de transmisión que conectan el centro y el norte del país por deficiencia y ausencia de la infraestructura42. Esto también es un obstáculo para el desarrollo y la integración de los proyectos de energías renovables como los proyectos de energía eólica que se están construyendo en el norte del país43. Sin transmisión no hay transición energética, puesto que de nada sirve que haya proyectos de generación renovable si no se existe la infraestructura necesaria para llevar esa energía a los centros de distribución y consumo.


    En la actividad de transmisión, la Resolución CREG 00144 ya mencionada establece que debemos tener presente los contratos de conexión, los cuales son ofrecidos por los transportadores de energía eléctrica a solicitud de generadores, grandes consumidores, transportadores regionales o distribuidores locales, para la conexión al STN o para modificar una conexión existente. Existe una regla de libre acceso de los sistemas de transmisión, según la cual los que ejercen esa actividad deben permitir el acceso indiscriminado a las redes de su propiedad de cualquier comercializador o generador que lo solicite. El acceso debe ser en las mismas condiciones de confiabilidad, calidad y continuidad que establece la CREG. Si lo anterior no se cumple, se considera una actividad restrictiva de la competencia.


    Es importante mencionar en este punto que, anteriormente y de acuerdo con la Ley 143 de 199445, la empresa encargada de la interconexión nacional (Interconexión Eléctrica S.A E.S.P. - ISA) no podía participar de actividades de generación, comercialización y distribución de electricidad. Sin embargo, la anterior disposición fue derogada46. En teoría, entonces, podría interpretarse que, a partir de esta derogatoria, la empresa de Interconexión Nacional podría ejercer todas las actividades de la cadena productiva del servicio público de energía eléctrica47, lo cual genera cuestionamientos importantes en materia de competencia, ya que más del 75 % de las redes de transmisión nacional le pertenecen y son operadas por la empresa del Estado, ISA, porcentaje que incluye su filial TRANSELCA48. Sin embargo, esta interpretación no es unánime y, de hecho, no todas las autoridades del sector están de acuerdo con que la empresa mencionada puede realizar todas estas actividades de la cadena, en particular, la CREG, quien ha considerado, en respuesta a derechos de petición, que no es posible que los transmisores desarrollen otras actividades de la cadena como la generación, se reitera, por posibles efectos nocivos en materia de competencia49.


    Colombia también posee interconexiones internacionales de energía con Ecuador y Venezuela, con quienes han existido transacciones de compra y venta de energía. Sin embargo, desde 2019 Colombia, por razones técnicas y políticas, no exporta electricidad a Venezuela50.


    En momentos en los que no hay un fenómeno de El Niño en Colombia y la hidrología no es crítica, nuestro país puede exportar energía debido a la disponibilidad de energía hidroeléctrica o térmica; en el caso contrario, es decir, en el escenario de hidrología crítica o de indisponibilidad de activos, pueden restringirse estas exportaciones. Al momento de redactar estas líneas, Colombia suspendió toda exportación de electricidad al Ecuador debido a los niveles críticos de los embalses, generando para el país vecino racionamientos de electricidad al no poder abastecer su demanda local con sus propios recursos de generación51.


    La interconexión con Ecuador tiene una capacidad total de 396 MW para importación y 535 MW para exportación. Se planea a su vez la construcción de proyectos de interconexión con Panamá y Perú. El proyecto de interconexión entre Colombia y Panamá ha estado suspendido desde 2012, a pesar de que existen acuerdos por parte de ambos países, porque se encuentran otro tipo de conflictos como los sociales y ambientales que rechazan que se desarrolle el proyecto en la zona. El proyecto costaría alrededor de quinientos millones de dólares e incluye 500 km de extensión y estudios previos de diseño sobre el corredor ambiental, diseño básico de la línea, diseño de una estación de alto voltaje y cable marino. La interconexión eléctrica estaría a cargo de la empresa panameña Empresa de Transmisión Eléctrica S.A. (ETESA) y de la colombiana ISA. La línea de corriente continua de alta tensión de 300 kV conectaría la subestación Cerromatoso (Córdoba) y la subestación Panamá II (Panamá) y una sección submarina de 130 km con capacidad para transportar hasta 400 MW52.


    En marzo de 2023, se reunieron representantes y delegados en esta materia de ambos países para actualizar la hoja de ruta que haría posible la interconexión entre ambas naciones, indicando que el proyecto podría contribuir a ofrecer tarifas más justas, ampliar la oferta energética y mejorar la respuesta ante fenómenos climáticos53. Algunas variables que se deben tener en cuenta en el momento de la ejecución del proyecto son: la viabilidad ambiental y social (participación ciudadana), autorizaciones de conexión, estudios técnicos y de diseño (trazado de línea), financiación y armonización regulatoria54.


    Por otro lado, la relación energética con Perú es particularmente importante porque la interconexión con este país y con Ecuador podría ser la base para un futuro mercado eléctrico andino común55. El futuro de la confiabilidad y seguridad energética también es la cooperación y la integración de los mercados, ya que esto podría reducir los riesgos de desabastecimiento de la demanda permitiendo, a su vez, oportunidades de nuevos mercados.


    DISTRIBUCIÓN



    A través de esta actividad, se conduce la energía a los hogares, colegios, oficinas e industrias, es decir, al usuario final. La distribución se lleva a cabo a través de redes físicas desde la barra de entrega de energía al sistema de distribución hasta la conexión del usuario56. La Resolución CREG 128 de 199657 dispone que los voltajes de la red de distribución son iguales o inferiores a 220 kV, y la actividad, para efectos remunerativos, distingue cuatro niveles de tensión, siendo el nivel I al que se conectan pequeñas cargas residenciales y comerciales, y el nivel IV el que permite la atención de la demanda de grandes industrias.


    El distribuidor de electricidad es una persona jurídica que opera y transporta energía eléctrica en un sistema de transmisión regional (STR) o sistema de distribución local (SDL), o ha constituido una empresa que tenga aquel objetivo. La distribución como actividad se desarrolla a través del SDL, que es un sistema que se compone por redes de distribución municipales o distritales, las cuales a su vez están conformadas por un conjunto de líneas y subestaciones con sus equipos asociados, que operan a la tensión mencionada anteriormente y no pertenecen a un STR.


    La distribución es un servicio público, esencial, de utilidad pública y actividad domiciliaria, ya que se llega físicamente hasta el inmueble del usuario. Las actividades del distribuidor son las siguientes: la conexión y transporte de electricidad, operación y mantenimiento de redes y la suspensión del servicio en el marco del mercado minorista58.


    En este orden de ideas, cobra importancia mencionar la figura del operador de red, quien debe estar constituido como empresa de servicio público domiciliario y se encarga de planear la expansión, inversiones, operación y mantenimiento de todo o parte del STR o SDL, incluidas sus conexiones al STN59. En Colombia hay 37 empresas de distribución a las que pertenecen y operan las redes de distribución, lo que significa que existe un monopolio natural regulado60.


    Al igual que en la actividad de transmisión, existen cargos asociados al acceso y uso de las redes que cubren los costos de inversión en las redes de distribución, según los niveles de tensión. La forma de cálculo de estos cargos tiene en cuenta criterios de viabilidad financiera, y es establecida por la CREG, función que tiene de acuerdo con la Ley 14361. A su vez, el costo de distribución sirve de base para que la CREG defina las tarifas dirigidas a los usuarios regulados de este servicio.


    Desde el aspecto técnico, esta actividad funciona de la siguiente manera: la electricidad producida por los generadores con cualquier fuente llega a subestaciones eléctricas y, desde este punto, es distribuida a través de líneas de media tensión, que pueden ser aéreas (por ejemplo, los postes) o subterráneas, hacia los centros de transformación. A su vez, el centro de transformación reduce la tensión de la energía que llega, de media a baja, para que pueda ser suministrada y utilizada por los consumidores finales. Los centros de transformación están ubicados en los núcleos de consumo y pueden ser de varios tipos, según su ubicación física: subterráneos, en el interior de los edificios o en una torre de distribución62.


    COMERCIALIZACIÓN



    En esta actividad, existen agentes que representan a los usuarios ante la cadena de energía, quienes además realizan la medición del consumo de energía y la facturan al cliente final63. Por lo tanto, los usuarios tienen relación directa con el distribuidor, al ser el responsable de la red que conecta el servicio, y con el comercializador, quien factura64.


    La resolución CREG 76 de 201665 dispone que la comercialización consiste en la intermediación comercial entre los agentes que prestan los servicios de generación, transmisión y distribución de energía y los usuarios de estos servicios. En otras palabras, es el proceso de comprar grandes cantidades de energía para venderla a los usuarios o empresas66.


    La metodología para remunerar la actividad de comercialización ha sido modificada varias veces a lo largo de los años y actualmente se encuentra en la Resolución CREG 31 de 1997, la cual ha sido ajustada en algunas ocasiones ante las coyunturas presentadas en los mercados de energía a lo largo de los años, como los fenómenos climáticos.


    De esta manera, existe un mercado de comercialización que se define como el conjunto de usuarios regulados y no regulados que se conectan a un mismo sistema de transmisión regional y/o de distribución local, servido por un mismo Operador de Red —OR— y conectados al STN del área de influencia del OR67.


    La comercialización puede ser mayorista o minorista. Por una parte, el mercado mayorista consiste en un conjunto de sistemas de intercambio de información entre generadores y comercializadores de grandes bloques de energía eléctrica en el SIN, que realizan contratos de energía a largo plazo y transacciones a corto plazo en la bolsa (mercado spot) sobre cantidades y precios ya definidos68. La comercialización en dicho mercado es un servicio público esencial, de utilidad pública, complementaria a la actividad domiciliaria, y en la que existe competencia por haber varias empresas comercializadoras69.


    En el mercado mayorista se pueden llevar a cabo subastas, que son un mecanismo complementario a los demás existentes en el mercado, y sus reglas de participación se definen en unos términos de referencia dispuestos por el subastador. Durante las subastas interactúan compradores y vendedores para la asignación de la cantidad de energía y el valor adjudicado, a través de un contrato durante un periodo de suministro70.


    Por otra parte, la comercialización minorista es una actividad que consiste en la intermediación comercial entre los agentes que prestan servicios de generación, transmisión y distribución y los usuarios finales71, ya sean usuarios regulados o no regulados. En ese sentido, quienes compiten por la elección de los usuarios son los agentes comercializadores con las siguientes estructuras: distribuidor-comercializador, generador-comercializador y comercializadores independientes72.


    Cabe resaltar, como indica la doctrina, que la competencia en la comercialización del mercado con usuarios no regulados (con demanda superior a 2 MW) es más dinámica que aquella con usuarios regulados73. El mercado con los usuarios no regulados se puede clasificar como altamente liberalizado, por lo que se pueden acordar contratos con condiciones especiales, con precios y cantidades libres74 e, incluso, con pactos especiales acerca de la calidad del servicio que se suministra al usuario.


    Finalmente, es importante conocer el concepto del costo unitario de prestación del servicio de energía eléctrica, esto es, el costo económico eficiente de prestación del servicio al usuario final regulado, expresado en pesos por kilovatio hora ($/kWh). En otras palabras, la siguiente es la fórmula que define lo que pagamos en la factura del servicio público de energía eléctrica como usuarios regulados:


    
      
        CUvn,mtj = Gm,i,j + Tm + Dn,m + Cvn,m,t,j + PRn,m,i,j + Rm,i 
 CUfm,j = β × Cfm,f

      

    


    Figura 3. Resolución CREG 119 de 2007. Art. 4.


     


    En términos sencillos, los factores que encontraremos en nuestra factura son:


    
      	G: que es el costo de compra de energía ($/kWh).


      	T: es el costo por uso del sistema nacional de transmisión ($/kWh).


      	D: que indica el costo por uso de sistemas de distribución ($/kWh).


      	CV: margen de comercialización de los usuarios conectados a determinado nivel de tensión que incluye los costos variables de la actividad de comercialización expresado en ($/kWh).


      	PR: que corresponde al costo de compra, transporte y reducción de pérdidas de energía ($/kWh).


      	R: que es el costo de restricciones y de servicios asociados con generación ($/ kWh).


      	CF: que indica el costo base de comercialización ($/factura).

    

   

    Por ejemplo (Factura de energía eléctrica en Bogotá, diciembre 2023):

   

    
      	G: $375,83.


      	T: $46,25


      	D: $215,30


      	CV: $68,92


      	PR: $71,33


      	R: $2,51


      	CF: $0,00


      	Total costo kWh/mes: $780,14

    

   

    Este es el costo de un kWh al mes con el que se calculará el costo a pagar por el servicio en la factura de cada usuario residencial, según el consumo realizado en el periodo a facturar, y si debe realizar contribuciones o subsidios de acuerdo con su estrato socioeconómico. Los estratos 1, 2 y 3 reciben subsidios por parte del Estado en distintos porcentajes; el estrato 4 no recibe ni contribuye, y los estratos 5 y 6, usuarios industriales, comerciales y no regulados contribuyen en su factura a cubrir los subsidios de los primeros.


    Dicho esto, algunos otros componentes que pueden afectar el valor de las tarifas son: los indicadores económicos, como el IPC o el IPP, por cuanto estos marcan la tendencia de actualización de los componentes de las tarifas y los contratos; los precios de la bolsa, que se impactan por eventos relacionados con la disponibilidad de agua; los precios de los combustibles con los que se genera energía; la mayor o menor importación de combustibles como el carbón, e, incluso, las expectativas de abastecimiento a mediano plazo, las condiciones propias del mercado y del sistema eléctrico colombiano, como restricciones, compras de energía, transmisión y distribución75; y las decisiones regulatorias que pueden impactar la posibilidad de trasladar los aumentos de las tarifas a los usuarios o llevarlos a cuenta como deuda, como ocurrió recientemente con la opción tarifaria.


    INSTITUCIONALIDAD DEL SECTOR ELÉCTRICO



    Ahora, una vez analizada la cadena de actividades del sector eléctrico, se describirán las funciones de las entidades encargadas de la regulación, el control y funcionamiento adecuado de este sector.


    En primer lugar, es importante anotar que la dirección del sector está a cargo del Ministerio de Minas y Energía, que, según la Ley 143, tiene funciones de regulación, planeación, coordinación y seguimiento de todas las actividades relacionadas con el sector eléctrico76. Las actividades de este Ministerio deben desarrollarse en forma armónica con las de otras carteras como las de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Vivienda, y Hacienda y Crédito Público.


    A su vez, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios77 es quien ejerce el control de eficiencia y calidad del servicio público de electricidad, y adicionalmente, el control, inspección y vigilancia de las entidades que prestan este servicio público78. Esta entidad se encarga de velar que todos los usuarios finales de los servicios públicos, en este caso, de energía eléctrica, reciban un trato adecuado de acuerdo con la ley y la regulación vigente79.


    Por otra parte, se encuentra la Unidad de Planeación Minero-Energética, que, según la Ley 143, es una unidad administrativa especial adscrita al Ministerio de Minas y Energía y tiene importantes funciones, como el establecimiento de los requerimientos energéticos de la población y los agentes económicos del país, con base en proyecciones de demanda80. Estas, a su vez, deben tomar en cuenta la evolución probable de variables demográficas y económicas y de precios de los recursos energéticos. Debe señalarse también que una de las funciones de la UPME consiste en elaborar y actualizar el Plan Energético Nacional (PEN) y el Plan de Expansión del Sector Eléctrico81, en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo. El PEN 2020-2050 concluyó que para llevar a cabo una transformación energética se requieren tiempo, inversión y señales de política pública. Así, algunos de los retos que plantea son: el abastecimiento de la creciente demanda de energía que se genere con menos combustibles fósiles, la transformación del sector transporte, la democratización del sector a través de las fuentes no convencionales y los nuevos negocios y oportunidades que traerá la transformación energética82.


    En Colombia, es imperioso descarbonizar los sectores AFOLU (agricultura, silvicultura y otros usos del suelo, por su sigla en inglés) y transporte, el primero siendo el sector que más emite gases de efecto invernadero en el país, con un 59 % del total de emisiones83. Por su parte, la democratización a la que se refiere el PEN solo será posible a través de la inversión en educación y tecnología, que permitan, mediante el conocimiento y apoyo tecnológico, el empoderamiento del usuario a través de, por ejemplo, la eficiencia energética y las comunidades energéticas.


    La UPME, igualmente, es la autoridad competente para la asignación de puntos de conexión al SIN84, la certificación de incentivos tributarios por FNCE e hidrógeno, que se abordarán más adelante, y el registro de los proyectos de generación, según la Resolución UPME 45 de 201685.


    Con respecto a la Comisión de Regulación de Energía Eléctrica y Gas (CREG), es una unidad administrativa especial integrada por el Ministro de Minas y Energía, quien la preside; el Ministro de Hacienda y Crédito Público, el director del Departamento Nacional de Planeación, seis expertos en asuntos energéticos de dedicación exclusiva (nombrados por el presidente de la República para períodos de cuatro años) y el Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios, con voz pero sin voto.


    La CREG es una entidad técnica independiente cuyo objetivo es lograr que los servicios de energía eléctrica, gas natural, entre otros, se presten al mayor número de personas y al menor costo posible para los usuarios, con una remuneración adecuada para las empresas que permita garantizar aspectos como calidad, cobertura y expansión86.


    La CREG, entre sus múltiples funciones dispuestas en la Ley 14287, tiene una muy importante, que es regular el ejercicio de actividades de los sectores energía y gas combustible para asegurar la disponibilidad de oferta energética eficiente. Como se evidenció antes, define tarifas y criterios técnicos para la prestación del servicio. También debe propiciar la adopción de medidas necesarias para impedir abusos de posición dominante y buscar la liberación gradual de los mercados hacia la libre competencia.


    En relación con el mercado eléctrico, encontramos XM, la Compañía de Expertos en Mercados S.A. E.S.P., que es el operador del Sistema Interconectado Nacional (SIN) y administra el Mercado de Energía Mayorista (MEM). Vale la pena resaltar que XM es una empresa filial de ISA por orden de la Ley 143 de 1994, la cual, a su vez, es parte del Grupo Ecopetrol, un jugador clave en la transición energética y actor preponderante en el mercado de producción y transporte de gas natural. XM realiza las siguientes funciones88:

   

    
      	
Centro Nacional de Despacho (CND): a través de un proceso de programación de la operación al día siguiente, para lo cual el CND utiliza insumos como ofertas, demanda, parámetros y topología para realizar análisis eléctricos y energéticos; establece los lineamientos operativos que deben ser considerados para una operación segura del SIN89.


      	
Administrador del Sistema de Intercambios Comerciales (ASIC): registra los contratos de energía a largo plazo, liquidación, facturación, cobro y pago de todas las transacciones del MEM.


      	
Liquidador de Cuentas de cargos por Uso de las redes del Sistema Interconectado Nacional (LAC): liquida y administra cuentas por los cargos de uso de las redes del SIN, que le sean asignados.


      	
Administrador de las Transacciones Internacionales de Electricidad a corto plazo (TIE) con Ecuador.

    

   

    Esto significa que XM es el encargado de articular comercialmente la interacción entre distintos agentes, tales como generadores, transmisores, distribuidores y comercializadores de energía que hacen parte del SIN90.


    Finalmente, el Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas para Zonas No Interconectadas (IPSE) es el encargado de estructurar, promover, implementar y hacer seguimiento a los proyectos energéticos, con el fin de mejorar el acceso, la calidad y la continuidad de la prestación de los servicios energéticos en las Zonas No Interconectadas (ZNI), propendiendo también al uso de fuentes no convencionales de energía91. A la fecha de preparación de esta obra, se había anunciado que la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH) se fusionaría con el IPSE92, convirtiéndose en la nueva Agencia Nacional de Energía; sin embargo, no se ha materializado este cambio.


    FUNCIONAMIENTO DEL MERCADO



    Como se indicó, la Ley 143 de 199493 dispone que la energía eléctrica es un servicio público esencial, obligatorio y solidario, de utilidad pública. Que sea un servicio público significa que debe prestarse de forma permanente y continua, bajo la dirección, regulación y control del Estado94.


    Es obligatorio porque el Estado debe garantizar el acceso real y efectivo a los servicios públicos domiciliarios95, como el servicio de energía. Por su parte, la solidaridad se materializa en un régimen tarifario que tenga como objetivo que los consumidores de energía de mayores ingresos puedan ayudar a pagar el costo del servicio a personas con menos recursos y que puedan satisfacer de esta manera sus necesidades básicas96; en otras palabras, a través del sistema de subsidios y contribuciones. Finalmente, es de utilidad pública, ya que existe prelación en los trámites de imposición de servidumbres, ocupaciones temporales y remoción de cultivos y obstáculos que se encuentren para la prestación de servicios públicos97.


    De esta forma, es importante saber que en Colombia existe una zona interconectada —ZI— y zonas no interconectadas —ZNI—. La mayor parte de la población colombiana vive en la zona interconectada, donde tiene cobertura el Sistema Interconectado Nacional —SIN—. A continuación, abordaremos las principales características de cada una:


    Zona interconectada


    En la ZI, la Ley 14298 indica que el mercado de energía se caracteriza por regirse bajo el principio de libertad de empresa y de libre competencia. Sin embargo, estas libertades están sujetas a la función de regulación del Estado y a la promoción de la competencia. Esto tiene como objetivo el aseguramiento de la adecuada prestación del servicio, que a su vez implica lo siguiente:


    El mercado es de libre entrada y salida: todas las personas pueden organizar y operar empresas que presten servicios públicos en un contexto de libre competencia; al contrario del modelo de monopolio público, en el que el Estado era el único autorizado para prestar el servicio. También, la construcción de plantas generadoras, con sus líneas de conexión, se encuentra permitida a todos los agentes económicos. Así, la libre iniciativa y la competencia son una característica esencial de este mercado; pero también se debe tener en cuenta el riesgo que asume quien toma dicha iniciativa, ya sea en proyectos de generación, interconexión, transmisión y distribución de energía eléctrica.


    Integración y separación de actividades de la cadena productiva: las empresas que tengan por objeto la prestación del servicio público de energía eléctrica y que, además, hagan parte del sistema interconectado nacional pueden desarrollar de forma integrada las siguientes actividades: generación, distribución y comercialización de energía. Es decir, para las empresas constituidas después de la vigencia de la Ley 143 de 1994, existe una restricción a la integración, en el sentido de que las empresas generadoras, distribuidoras y comercializadoras no pueden realizar la actividad de transmisión, y, por lo tanto, las actividades compatibles son la generación-comercialización y distribución-comercialización. Sin embargo, como se mencionó, hay diversas interpretaciones respecto a la vigencia de esta restricción a partir de lo ya expuesto a propósito de las derogatorias del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026.


    Por ello, con respecto al desarrollo de actividades conjuntas en el sector eléctrico, es importante tener en cuenta que, a raíz de una consulta formulada a la SSPD, se ratificó que la empresa encargada del servicio de interconexión nacional no puede participar en actividades de generación, comercialización y distribución de electricidad99.


    Garantía de prestación del servicio continua y eficiente, sin abuso de posición dominante y con restricción de prácticas y actividades monopolísticas o restrictivas de la competencia.


    Régimen de precios y tarifas: el cual está compuesto por un régimen de regulación o libertad, sistema de subsidios, prácticas tarifarias restrictivas de la libre competencia y procedimientos, metodologías y fórmulas para determinar el cobro de las facturas. De manera que el régimen tarifario está orientado por criterios de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. Por lo tanto, las empresas de servicios públicos se someten a un régimen de regulación, determinado por las fórmulas que defina la Comisión de Regulación.


    Adopción de reglas de comportamiento diferencial según la posición de las empresas en el mercado: a cargo de la CREG.


    Por último, los usuarios tienen derecho a la libre elección del prestador del servicio y del proveedor de bienes necesarios para su obtención o utilización. La terminación unilateral del contrato por cambio de comercializador por parte del suscriptor o usuario está sujeta al cumplimiento de dos requisitos: haber permanecido con el comercializador por un término mínimo de doce meses y demostrar haber cumplido con el pago de las obligaciones emanadas del contrato con el comercializador100. En la práctica, ello no ocurre así, ya que el prestador del servicio de distribución para los usuarios regulados (por ejemplo, usuarios residenciales) es, por definición y regla general, su comercializador integrado, toda vez que, por eficiencia, es uno solo el que opera en determinada zona y hay restricciones técnicas que impiden la materialización de la libre elección del prestador, al menos en dicho mercado.


    La protección de la competencia en el servicio público de energía eléctrica es garantizada por la CREG y la SIC. En el caso de la CREG, según la resolución 56 de 1994101, se han dispuesto unos lineamentos de conductas que se consideran como prácticas restrictivas de la competencia. Por ejemplo, se consideran como tales las siguientes: realizar actos o contratos en condiciones distintas a las usuales en el mercado, y romper el principio de neutralidad en materia tarifaria y de tratamiento a los clientes o usuarios de las empresas, entre otras. En el caso de la SIC, promueve la defensa de la competencia en el sector eléctrico como autoridad única de competencia en Colombia, en virtud de sus funciones consagradas en la Ley 1340 de 2009, Ley 155 de 1959 y el Decreto 2153 de 1992, que constituyen el régimen general de competencia, aplicable en todos los sectores y actividades económicas102.


    Tipos de usuarios


    El mercado eléctrico está compuesto por usuarios regulados, usuarios no regulados y agentes. Los usuarios regulados son personas jurídicas o naturales que consumen energía a una tarifa de compra ya establecida por la CREG, por ejemplo, los usuarios comerciales y residenciales clasificados por estratos socioeconómicos103. Los usuarios no regulados tienen una demanda de energía es superior a 2 MW, por lo cual, a diferencia de los anteriores, pueden negociar libremente algunos costos de la compra de energía. Son, por ejemplo, las industrias y comercios como grandes consumidores104. Finalmente, los agentes son los que ejercen las actividades de la cadena, es decir, los generadores, transportadores, distribuidores, comercializadores y administradores105, algunos de los cuales participan en el mercado mayorista de energía.


    El mercado mayorista de energía


    En el mercado mayorista, las transacciones se hacen por grandes cantidades de energía; además, los agentes calificados para comprar y vender son los generadores y comercializadores. Los usuarios no están autorizados para realizar transacciones en dicho mercado, salvo que estén representados por un comercializador.


    En el mercado mayorista, existen varios tipos de transacciones que se pueden efectuar: ventas en bolsa de energía o mercado spot, contratos a largo plazo, transacciones internacionales de energía y cargo por confiabilidad.


    Para empezar, la Bolsa de Energía o mercado spot es un sistema de información manejado por el ASIC, sometido a reglas, en el que generadores y comercializadores intercambian ofertas y demanda de energía, hora a hora, para que el ASIC ejecute los contratos que resulten en la bolsa, liquide, recaude y distribuya los valores a las partes y a los transportadores106.


    La bolsa consiste en un mercado diario de electricidad en el que se presentan ofertas con un precio único para las 24 horas del día siguiente por ciertas cantidades de energía disponibles107. A su vez, el despacho se realiza según el precio ofertado siguiendo el principio de eficiencia y un modelo marginalista108. En Colombia no se ha desarrollado ampliamente un mercado de futuros para asegurar la cobertura109. A su vez, el mercado mayorista de generadores está concentrado en tres actores principales, quienes poseen, cada uno, casi el 20 % de la capacidad instalada de generación, que son: ENEL, EPM e ISAGEN110.


    Los contratos a largo plazo son aquellos en los que las partes —generadores y comercializadores— pactan libremente las condiciones, cantidades y precios para la venta y compra de energía eléctrica a largo plazo111, es decir, por un plazo superior a 24 horas112
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